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MAGISTRADO PONENTE: LEVIS IGNACIO ZERPA

Exp. N° 2001-0486

El Juzgado de Primera Instancia del Tránsito y del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Estado Mérida, adjunto a oficio N° 0830-746 de fecha 11 de junio de 2001, remitió a esta Sala el expediente contentivo del procedimiento por calificación de despido incoado por el ciudadano PABLO EMILIO DUGARTE PEÑA, titular de la cédula de identidad N° 3.031.322, asistido por la abogada María Yolanda González de Dugarte, inscrita en el Inpreabogado bajo el N° 75.730, contra la sociedad mercantil TRASGAS, C.A., inscrita en el Registro Mercantil de la Circunscripción Judicial del Mérida, bajo el N° 1.508, Tomo 1, de fecha 10 de junio de 1975; a los fines de decidir la consulta prevista en los artículos 59 y 62 del Código de Procedimiento Civil, por haber declarado dicho tribunal sin lugar la cuestión previa de falta de jurisdicción.

El 3 de julio de 2001, se dio cuenta en Sala y se designó ponente al Magistrado Levis Ignacio Zerpa, a los fines de decidir la consulta.

 

I

ANTECEDENTES

 

En el escrito de solicitud de calificación de despido, la parte actora relató que, en fecha 24 de junio de 1998, comenzó a prestar servicios para la sociedad mercantil Trasgas, C.A., y que el 3 de julio de 2000, se presento al trabajo como de costumbre y “el Sr. Peña quien es el Jefe Inmediato de la planta de gas” le comunicó verbalmente “que no tenía trabajo” y que se comunicara con el Administrador de la empresa. Por tal motivo solicitó la calificación de su despido.


Mediante escrito de fecha 8 de agosto de 2000, la abogada Yelitza Alarcón Sanabria, inscrita en el Inpreabogado bajo el N° 56.294, en su carácter de apoderada judicial de la sociedad mercantil Trasgas, C.A., opuso la cuestión previa de falta de jurisdicción, señalando:


“(...) Antes de dar contestación a la demanda, opongo como punto previo, la falta de jurisdicción de este Juzgado para conocer del presente asunto y su procedimiento, en virtud de que el demandante, Pablo Emilio Dugarte Peña, es un trabajador amparado por un fuero especial, en virtud de la inamovilidad decretada por el Ejecutivo Nacional, según Decreto N° 892 del 03/07/2000. (...)”


“(...) En virtud de lo antes expuesto solicito del Tribunal declare la falta de jurisdicción del Tribunal, la cual le corresponde a la Inspectoría del Trabajo del Estado Mérida. (...)”

 


Por auto del 20 de abril de 2001, el tribunal a quo a cargo de la Juez Provisoria Edy Magali C. de Zuarich, declaró sin lugar la cuestión previa de falta de jurisdicción, en base a las siguientes consideraciones:

“(...) Establece el artículo 10 del Decreto de aumento de salario para empleados privados, tomado de la Gaceta Oficial N° 36.985 de fecha lunes 03 de julio de 2000, lo siguiente:

   ‘Las empresas obligadas a cumplir el presente Decreto mantendrán sin disminución su nómina de trabajadores por un lapso mínimo de sesenta (60) días, a partir del 03 de julio de 2000. El Incumplimiento de esta norma dará derecho al trabajador a solicitar la reincorporación correspondiente.’ 


Ahora bien, de la meridiana lectura del dispositivo establece que lo que el Presidente decretó, fue lo que se conoce como “Estabilidad Nominal”, esto es, la invariabilidad del número de trabajadores en la nómina de una empresa, así, a diferencia de la “inamovilidad”, que hace recaer la protección del Estado en cabeza del sujeto trabajador que ha sido despedido sin mediar la previa autorización del órgano competente (artículo 454 de la Ley Orgánica del Trabajo), con prescindencia de otras consideraciones, en el caso de la “estabilidad Nominal”, lo que se debe es la constante en el número de trabajadores, de suerte que si el patrono sustituye a un trabajador por otro, en forma alguna no estaría violando el principio de estabilidad consagrado en el indicado artículo 10 eiusdem.


La fuerza de la protección establecida en el dispositivo, entonces, no puede recaer sobre el patrono que cumple con su obligación de mantener la nómina de sus trabajadores estable (estabilidad basada en un requisito numérico), por lo tanto, el órgano administrativo no tiene jurisdicción para conocer de los despidos efectuados dentro del lapso señalado en el mencionado Decreto, ya que le trabajador no goza de fuero sindical, maternal u otros especiales, por lo que resulta forzoso concluir que si tiene jurisdicción el poder judicial. (...)”

 

Para decidir la Sala observa:

 

 

II

ANÁLISIS DE LA SITUACIÓN

 

En el caso de autos, Juzgado de Primera Instancia del Tránsito y del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Estado Mérida afirmó tener jurisdicción para conocer de la presente causa, y ordenó remitir el expediente a esta Sala Político-Administrativa de conformidad con el artículo 62 del Código de Procedimiento Civil.

Al respecto, señala esta Sala que ha sido pacífica y reiterada su jurisprudencia, según la cual la declaratoria afirmativa de jurisdicción de un Juez frente a la Administración Pública, no tiene consulta ante esta Sala, sino que solamente deben consultarse aquellas decisiones de los órganos jurisdiccionales en las cuales se niega la existencia de jurisdicción de los mismos, es decir en los casos antes descritos no proceden las consultas ante la Sala; sin embargo, en el caso de autos al haberse recibido el expediente en la Sala habiéndose advertido que el a quo interpretó erróneamente el contenido del Decreto Presidencial N° 36.985, tratándose de un asunto de jurisdicción lo cual implica una materia de orden público y, atendiendo a los principios contenidos en el artículo 26 de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela, conforme a los cuales: (...) “El Estado garantizará una justicia gratuita, accesible, imparcial, idónea, transparente, autónoma, independiente, responsable, equitativa y expedita, sin dilaciones indebidas, sin formalismos o reposiciones inútiles”; dadas las circunstancias del caso la Sala pasa a analizar la decisión consultada.


En tal sentido, se observa que el 3 de julio de 2000, fue publicado en G.O. N° 36.985 de la República Bolivariana de Venezuela el Decreto Presidencial N° 892, mediante el cual se fijó como salario mínimo nacional, para los trabajadores urbanos que presten servicios en el sector público y en el sector privado la cantidad mensual de ciento cuarenta y cuatro mil bolívares, y en cuyo artículo 10, se dispuso lo siguiente:


“Las empresas obligadas a cumplir el presente Decreto mantendrán sin disminución su nómina de trabajadores por un lapso mínimo de sesenta (60) días, a partir del 03 de julio de 2000. El incumplimiento de esta norma dará derecho al trabajador a solicitar la reincorporación correspondiente.”

 


El referido Decreto en efecto plantea la inamovilidad laboral, otorgándole a los trabajadores amparados por el mismo en caso de ser despedidos la posibilidad de solicitar su reincorporación, gozando por tanto de una estabilidad prevista en un Decreto Presidencial.

En el caso de autos, observa la Sala que según el solicitante el despido se produjo, el 3 de julio de 2000, esto es, dentro del lapso de inamovilidad establecido en el artículo antes transcrito, por lo que a tenor de lo pautado en el artículo 127 de la Ley Orgánica del Trabajo son las Inspectorías del Trabajo los órganos de la Administración Pública competentes para conocer de la presente solicitud de calificación de despido. Así se declara.

 

III

DECISIÓN

Atendiendo a los razonamientos antes señalados, esta Sala Político-Administrativa del Tribunal Supremo de Justicia, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, declara que corresponde a la INSPECTORIA DEL TRABAJO DEL ESTADO MÉRIDA conocer y decidir la solicitud de calificación de despido, intentada por el ciudadano PABLO EMILIO DUGARTE PEÑA contra la sociedad mercantil TRASGAS, C.A..

En consecuencia, se revoca la decisión consultada de fecha 20 de abril de 2001, mediante la cual el tribunal remitente, declaró tener jurisdicción respecto de la Administración Pública. 

Remítase el expediente al juzgado de origen y remítase inmediatamente copia certificada del mismo a la Inspectoría del Trabajo del Estado Mérida, a fin de que provea lo conducente.

Publíquese, regístrese y comuníquese. Cúmplase lo ordenado.

Dada, firmada y sellada en el Salón de Despacho de la Sala Político-Administrativa del Tribunal Supremo de Justicia, en Caracas a los dieciocho (18) días del mes de septiembre de 2001. Años 191º de la Independencia y 142º de la Federación.

   El Presidente-Ponente,

 

LEVIS IGNACIO ZERPA

El Vicepresidente,

 

HADEL MOSTAFÁ PAOLINI

                 Magistrada,

 

YOLANDA JAIMES GUERRERO

La Secretaria,

 

ANAÍS MEJIA CALZADILLA
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LIZ/vwb.-

En diecinueve (19) de septiembre del año dos mil uno, se publicó y registró la anterior sentencia bajo el Nº 01971.

 

 

 

